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This work addresses the controverted reproductive health policies in the last 
fifty years in the United States and in the last thirty years in Chile, since the 
return of democracy. They range from the inclusion of sex education programs 
in school curricula to the voluntary interruption of pregnancy and the recent 
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context in the United States and the constituent process development in Chile. 
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I. Las políticas de salud reproductiva como 
campo de batalla

De acuerdo a la Organización Mundial de 
la Salud (OMS)1, la salud reproductiva 
aborda los mecanismos de la procreación 

y el funcionamiento del aparato reproductor en 
todas las etapas de la vida e implica la posibilidad 
de tener una sexualidad responsable, satisfactoria 
y segura, así como la libertad de tener hijos si y 
cuando se desee. 

En éste ámbito, resulta ilustrativo vincular los 
tres pasos principales del proceso reproductivo 
(relaciones sexuales; concepción; gestación y par-
to) con sus respectivas contramedidas preventivas 
(abstinencia sexual; anticoncepción; aborto). Al 
no practicarse consistentemente la abstinencia 
sexual, se requieren servicios anticonceptivos para 
aquellas mujeres que desean evitar un embarazo 
y cuando mujeres sexualmente activas que no 
desean un embarazo no usan anticonceptivos, 
aumenta la demanda de un aborto inducido2. 

Consecuentemente, las políticas de salud 
sexual y reproductivas que pueden adoptar los 
Estados incluyen intervenciones que abordan el 
comportamiento sexual, la anticoncepción y el 

aborto inducido, de fuerte controversia política en 
las últimas décadas, tanto en Chile como en Esta-
dos Unidos de América (en adelante “EE. UU.”), 
sin que se divise en el horizonte cercano un final 
a estas disputas3,4. Se ubican en la cúspide de las 
llamadas “culture wars” en EE. UU., o “agenda va-
lórica” en Chile, abarcando la inclusión de progra-
mas de educación sexual en el currículum escolar, 
la prescripción y dispensación de anticoncepción 
de emergencia, el acceso a nuevas tecnologías 
reproductivas, la interrupción voluntaria del em-
barazo y ahora último, la objeción de conciencia 
institucional. 

En EE. UU. el debate político en materias 
reproductivas se ha dado vigorosamente en los 
últimos 50 años. Casi la mitad de los estadouni-
denses dicen que son antiaborto o pro-vida, sin 
embargo, EE. UU. tiene una de las tasas de aborto 
más altas del mundo desarrollado y aun cuando 
se ha demostrado que la práctica efectiva de an-
ticonceptivos reduce las tasas de aborto, muchos 
políticos antiaborto no apoyan los programas de 
planificación familiar5. 

En Chile, desde los años noventa se busca 
reformar la acción del Estado sin que exista una 
política articulada que dé cuenta de la reproduc-
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ción como un derecho de las personas, unido a 
la oposición de sectores conservadores y grupos 
antiaborto movilizados activamente a partir del 
registro sanitario de la primera “píldora del día 
después” (fármaco Postinal) el año 2001. De ahí 
en adelante se sucedieron diversas disputas admi-
nistrativas y judiciales que sólo fueron resueltas 
el 2010 con la aprobación de la ley N° 20.418 que 
garantizó la distribución de la “píldora del día 
después” a nivel nacional6-8. Más recientemente, 
tomó escena central la despenalización del aborto 
en tres causales9, considerada insuficiente por los 
sectores feministas en Chile que entienden que 
las mujeres son y deben ser soberanas respecto 
de su cuerpo10. 

II. Los derechos sexuales y reproductivos en 
tiempos de desigualdad

En 1969 se crea el Fondo de Población de las 
Naciones Unidas (UNFPA) especializado en salud 
sexual y reproductiva11, para promover el cumpli-
miento de los derechos reproductivos y apoyar a 
los Estados a impulsar el acceso a una amplia gama 
de servicios que comprende planificación familiar 
voluntaria, atención de salud materno-infantil y 
educación sexual integral, especialmente sensible 
para mujeres jóvenes, socioeconómicamente vul-
nerables y minorías raciales.

Chile se había convertido, ya en 1967, en el 
primer país latinoamericano en abordar la pla-
nificación familiar como asunto público, lo que 
vino a complementar la definición de la salud ma-
terno-infantil como prioridad nacional en 195212 
y la regulación de la interrupción no punible del 
embarazo en el Código Sanitario, en la década de 
los treinta, en dos circunstancias: riesgo vital y 
riesgo para la salud de la madre13. 

En EE. UU., la Corte Suprema en su famosa 
sentencia “Roe v. Wade”14 (1973), interpreta que 
la decimocuarta enmienda15 configuró un dere-
cho constitucional a la privacidad que abarca el 
derecho a elegir un aborto, de especial relevancia 
para las mujeres de bajos ingresos16, prohibiendo 
durante los primeros tres meses de embarazo, 
cualquier nivel de interferencia gubernamental 
con el derecho de una mujer a elegir un aborto, 
siempre que el procedimiento sea realizado por 
un médico licenciado. Mientras que en el segundo 
trimestre los estados que integran la federación 

pueden imponer regulaciones que promuevan “la 
salud de la madre” y recién en el tercer trimestre 
podrían prohibir el aborto.

Sin embargo, pronto las políticas reproducti-
vas recomendadas a nivel internacional generan 
resistencia. En EE. UU. la controversia pública 
desatada por “Roe v. Wade” impulsa el surgimien-
to de la derecha religiosa -“Christian Right”- en 
la política estadounidense17 y, a fines de los años 
setenta, estrategas políticos aprovechan esta opor-
tunidad para atraer al mundo evangélico al partido 
republicano. Con ello, los temas de pornografía, 
homosexualidad y derechos de las mujeres adquie-
ren centralidad en el debate político18. Asimismo, 
comienza a tomar forma institucional concreta el 
“Estado neoliberal”19, destacando el experimento 
chileno de mediados de los setenta que se anticipa 
a EE. UU. y al Reino Unido en la década de los 
ochenta20. 

A partir de 1976, grupos antiaborto en 
EE. UU. se anotan su primera victoria al aprobar 
el Congreso Federal la “Enmienda Hyde”21, glosa 
presupuestaria que ha sido renovada anualmente 
desde 1980 hasta la fecha y que restringe el uso 
de dólares federales del programa gubernamental 
MEDICAID22 para financiar abortos de mujeres 
de bajos ingresos23,24, salvo excepciones en caso 
de violación, incesto o que la vida de la madre 
se encuentre en riesgo. Mientras que “Roe v. 
Wade” se mantiene vigente aun cuando la Corte 
Suprema atenuó su rigidez a partir de 199225, al 
ratificar la constitucionalidad de la legislación 
estadual dictada en este ámbito, siempre que sirva 
razonablemente a un interés estatal legítimo y no 
represente una “carga indebida” en el derecho 
constitucional de la mujer para interrumpir un 
embarazo no deseado. 

En Chile, por su parte, la dictadura de Pinochet 
(1973-1990) frena el avance de nuevas garantías 
en el ámbito de la sexualidad y la Constitución de 
1980 traza un modelo de sociedad conservadora 
en lo valórico y neoliberal en lo económico26,27. 
En el epílogo del régimen, en 1989, la Junta Mi-
litar que también detentaba el poder legislativo, 
declaró ilícita cualquier acción abortiva, incluso 
aquella con fines terapéuticos cuando la vida de la 
madre se encuentre en peligro28, conocida como la 
“Ley Merino”, en alusión al Comandante en Jefe 
de la Armada José Toribio Merino. Esta severa 
restricción de los derechos de la mujer dio paso 
veintisiete años después de iniciada la transición 
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a la democracia a la despenalización de la inte-
rrupción voluntaria del embarazo en tres causales: 
riesgo vital de la mujer, inviabilidad del nasciturus 
y violación. 

III. El debate actual: la objeción de conciencia 
institucional

Para Laura Briggs29, las políticas reproductivas 
han constituido un componente central del “en-
cogimiento” del Estado y han sido transformadas 
por el neoliberalismo en la columna vertebral de 
una campaña que modifica la relación entre el go-
bierno, la responsabilidad personal y la economía. 

En esta dirección, una nueva barrera ha apare-
cido en los últimos años en el acceso a las presta-
ciones de salud de la mujer, primero en EE. UU. y 
luego en Chile: la objeción de conciencia institu-
cional30,31 recurrida por instituciones privadas de 
salud como excepción para denegar la prestación 
de servicios esenciales de salud reproductiva. 

En EE. UU. la controversia se originó por el 
“mandato anticonceptivo” incorporado en la re-
forma sanitaria del año 2010 -“Patient Protection 
and Affordable Care Act”, más conocida como 
“Obamacare”-, que contempla la cobertura en los 
planes de salud de servicios preventivos libres de 
copago para todas las mujeres, incluido el acceso 
a métodos anticonceptivos aprobados por la FDA, 
procedimientos de esterilización y la educación 
y asesoramiento del paciente32. Inicialmente se 
acogen excepciones administrativas en favor de 
las iglesias para negarse en calidad de emplea-
dores a proporcionar dicha cobertura de salud a 
sus empleados. Sin embargo, luego de múltiples 
litigios judiciales para ampliar las excepciones a 
otros establecimientos, la Corte Suprema conclu-
yó que entidades privadas de capital cerrado con 
fines de lucro no pueden ser obligadas a incluir 
ciertos tipos de anticonceptivos como parte del 
seguro que ofrecen a sus empleados si esto ofende 
sus creencias religiosas33, y más recientemente, 
confirmó que la agencia gubernamental de salud 
tenía poder para crear exenciones de cobertura 
anticonceptiva34. 

En Chile, la consagración de la objeción de 
conciencia institucional35 fue especialmente po-
lémica y emana del Tribunal Constitucional al 
revisar la constitucionalidad del proyecto de ley 
de despenalización de la interrupción voluntaria 

del embarazo en 3 causales, alterando sustan-
tivamente el proyecto original aprobado por el 
Congreso Nacional: “la objeción de conciencia es 
de carácter, personal, y en ningún caso, podrá ser 
invocada por una institución”, fue transformada 
en “la objeción de conciencia es de carácter, per-
sonal, y, podrá ser invocada por una institución”36. 
Posteriormente, y como corolario de lo anterior, 
el Tribunal Constitucional al revisar el reglamen-
to dictado por el poder ejecutivo para ejercer la 
objeción de conciencia37, declaró inconstitucional 
la disposición que impedía a los establecimientos 
privados que han suscrito convenios con los Ser-
vicios de Salud -en cuya virtud actúan por cuenta 
del Estado mediando recursos públicos- ejercer la 
objeción de conciencia al contemplar prestaciones 
de obstetricia y ginecología que por su naturaleza 
comprendan atenciones de pabellón38.  

IV. Consideraciones finales

A contar de mediados de la década de los 
setenta del siglo pasado, y en sentido contrario al 
mandato del UNFPA de promover el cumplimien-
to de los derechos reproductivos de las mujeres, 
comienzan a verse perturbados los avances de dis-
tinta magnitud desarrollados hasta ese momento 
en EE. UU. y en Chile.

En EE. UU., desde la “Enmienda Hyde”, el ejer-
cicio del derecho constitucional de interrumpir 
un embarazo no deseado en los términos formu-
lados en “Roe v. Wade”, queda obstaculizado para 
mujeres de bajos ingresos, al limitar la aplicación 
de dólares federales emanados del programa gu-
bernamental MEDICAID, únicamente a aquellos 
casos en que la vida de la madre se encuentre en 
riesgo, violación o incesto. En nuestro país, la 
restricción de los derechos reproductivos de las 
mujeres se torna más dramática. De ser el primer 
país latinoamericano en abordar la planificación 
familiar como asunto público en 1967, la dictadura 
legó como herencia en 1989 la prohibición absolu-
ta de toda acción abortiva en el Código Sanitario, 
incluso aquella con fines terapéuticos cuando la 
vida de la madre se encuentre en riesgo, que sólo 
vino a ser atenuada el 2017 con la despenalización 
de la interrupción voluntaria del embarazo en tres 
causales.

Ahora último, la controvertida figura de la ob-
jeción de conciencia institucional –que el sistema 
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interamericano niega con carácter general- ha 
aparecido en escena en EE. UU. y en Chile, trans-
formándose en un nuevo obstáculo en el acceso a 
prestaciones de salud que impacta especialmente 
a mujeres jóvenes, socioeconómicamente vulne-
rables y minorías raciales.

Sin embargo, el triunfo electoral de Joe Biden 
en EE. UU. constituye un significativo respaldo 
a “Obamacare”, reforma sanitaria bajo perma-
nente asedio durante la presidencia de Donald 
Trump, mientras que la confirmación en Chile 
de una Convención Constituyente integrada 
con paridad de género encargada de formular 
una propuesta de nueva Constitución, anticipan 
mejores condiciones para el desarrollo de políticas 
de salud reproductiva de carácter igualitario en 
ambos países.
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